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DIVISIÓN DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA
Al contestar refiérase

al oficio No. 12394
21 de noviembre de 2008

DCA-3792
Licenciada
Rocío Gamboa Gamboa
Directora Ejecutiva
Consejo de Seguridad Vial
Contiguo al Banco Nacional en la Uruca, Edificio Central, San José

Estimada señora:

Asunto:
Se otorga refrendo condicionado el contrato No. CB-007-2008 suscrito entre el Consejo de Seguridad Vial y la empresa Purdy Motor, S.A. para la adquisición de 19 vehículos nuevos y la dación de pago de otros, por un monto de USD $385.090,00 menos ¢61.930.000,00. (Licitación Pública No. 2008LN-000010-0200).

Nos referimos a su oficio número DE- 2573-2008 de fecha 15 de octubre de 2008, mediante el cual requiere la aprobación del contrato número CB-007-2008, suscrito entre el Consejo de Seguridad Vial y la empresa Purdy Motor, S.A. para la adquisición de 19 vehículos nuevos y la dación de pago de otros, por un monto de USD $385.090,00 menos ¢61.930.000,00. (Licitación Pública No. 2008LN-000010-0200)
En relación con este trámite, se observa que el contrato se denominó “compra y permuta de vehículos”, cuando lo correcto es “compra y dación de pago”, pues de conformidad con el artículo 32 del Reglamento de la Contratación Administrativa, se prevé la figura de dación de bienes como parte del pago, es decir, la Administración podrá ofrecer como parte de la cancelación, bienes muebles de su propiedad, siempre que sean de libre disposición y afines al objeto que se pretende adquirir. Además, En todo caso, el avalúo no podrá exceder los tres meses anteriores a la respectiva invitación. Los bienes podrán ser inspeccionados por los interesados, antes de la presentación de su propuesta, para lo cual la Administración, tomará las medidas que faciliten el acceso a éstos. El avalúo podrá ser realizado por un funcionario al servicio de la entidad de que se trate, siempre que cuente con los conocimientos necesarios para dicha fijación o bien por un perito al servicio de la Dirección General de Tributación.

Ahora bien, una vez efectuado el estudio de rigor, y con fundamento en el artículo 184 de la Constitución Política, el artículo 20 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, Ley N° 7428 del 7 de setiembre de 1994, y el Reglamento sobre el refrendo de las contrataciones de la Administración Pública, resolución N° R-CO-44 de las 9:00 horas del 11 de octubre de 2007, publicado en La Gaceta N° 202 del 22 de octubre de 2008, se devuelve contrato con el refrendo condicionado de esta Contraloría General. Lo anterior bajo los siguientes comentarios y condiciones, a las cuales queda sujeto el refrendo conferido.

I.-
Consideraciones de la gestión:

Esta División consideró de importancia para emitir el presente refrendo de legalidad, los aspectos siguientes:

i) Se tuvo a la vista la certificación de contenido presupuestario emitida por la M.A. Ped. Flor Madriz Molina, Directora Financiera del Consejo de Seguridad Vial y el visto bueno del Control Previo –ilegible-,  con fecha 1 de octubre de 2008, por el orden de ¢160.000.000,00, partida 101.05.04.5.01.02 (ver folio 206 del expediente administrativo). En ese sentido, se recuerda que es de exclusiva responsabilidad de la Administración no solo la acreditación del presupuesto, sino además la factibilidad técnica y jurídica de aplicar los recursos certificados en el objeto de estas contrataciones y asimismo, presupuestar los recursos para el siguiente ejercicio económico en caso de ser necesario.
ii) La certificación con fecha 20 de octubre de 2008, suscrita por la señora María Teresa Barrera Benavides, funcionaria del Sistema Centralizado de Recaudación de la Caja Costarricense de Seguro Social —CCSS— (Folio 264). En dicho documento se indica que la empresa Purdy Motor Sociedad Anónima, se encuentra al día con las cuotas obreras y patronales. Dicha situación deberá mantenerse hasta la ejecución contractual. 
iii) La garantía de cumplimiento rendida por la empresa Purdy Motor Sociedad Anónima, mediante carta bancaria extendida por el Bac San José, según oficio sin número con fecha 30 de setiembre de 2008, por la suma de $38.510,00 cuya vigencia es hasta el 15 de abril de 2009. (Ver folio 204)

iv) Mediante el oficio No. DSG-0385 del 5 de setiembre de 2008, suscrito por el Lic. Víctor Bravo Gutiérrez, Jefe a.i. del Departamento de Servicios Generales presentó el estudio técnico de las ofertas y concluyó que los precios ofrecidos por la empresa Purdy Motor son razonables. Asimismo, adjuntó el estudio de razonabilidad de precio. (Ver folios 178 a 182 del expediente administrativo).
v) Mediante oficios Nos. A.V. 181-2008 y A.V. 178-2008, ambos del 20 de mayo de 2008 y suscritos por el ingeniero Edgar Arturo Vargas Murillo, Coordinador .A.I. de l Área de Valoraciones de la Dirección General de Tributación Directa brinda el avalúo de los vehículos que se darán como parte del pago. (Ver folios del 20 al 48 del expediente administrativo).

vi) La invitación al concurso de licitación pública aludida, la realizó la Administración el 24 de julio de 2008 en el periódico oficial La Gaceta No. 143.
vii) La adjudicación de la Licitación Pública 2008LN-000010-0200- recaída en la Empresa Purdy Motor, S.A. se decidió mediante el acuerdo de Junta Directiva del COSEVI, tomado en la sesión ordinaria 2510-08 celebrada el 17 de setiembre de 2008. Allí, se acordó adjudicar con fundamento en la recomendación efectuada por la Comisión de licitaciones- Minuta 38-2008 del 12-9-2008-. (Ver folio 199 a 285 y 287 del expediente de la contratación). Dentro del expediente no consta impugnación alguna contra de dicho acto de adjudicación.

viii) Que mediante comprobante de entero a favor del Gobierno de Costa Rica, No. 1141184 con fecha 27 de setiembre de 2008, la contratista canceló las especies fiscales del contrato, por la suma de ¢539.126,00. (Según comprobante original adjunto al contrato)
II.-
Condicionamientos del presente refrendo:

Una vez efectuado el análisis de rigor, se tiene a bien comunicar que según lo dispuesto en el Reglamento sobre el Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública, este Despacho concede su aprobación al contrato de marras, condicionado a lo siguiente:

1.-
En cuanto a la razonabilidad de los precios de los bienes a adquirir, con fundamento en el artículo 9 del Reglamento de rito, queda bajo la responsabilidad de la Administración la razonabilidad del precio que se vaya a cancelar por la compra de la moto niveladora nueva, ya que conforme a lo ha sostenido por esta División de Contratación Administrativa: “...la verificación de la razonabilidad del precio es un aspecto que es responsabilidad exclusiva de la Administración Pública, por lo que este órgano contralor presume que se ha revisado y valorado conforme las metodologías que se hayan valorado como convenientes u oportunas según el objeto de la contratación y las posibilidades de cada Administración. Lo anterior, resulta conteste con el nuevo enfoque del reglamento de refrendos que pretende que la Administración Pública que pretende entre otros aspectos, el fortalecimiento del sistema de control asignando el rol que le corresponde a la Administración como actor responsable en esa estructura... De esa forma, el análisis de la Contraloría General se constriñe a los aspectos enunciados en el artículo 8 del mismo cuerpo reglamentario, por lo que únicamente se verificará este aspecto en los casos en los que los estudios determinen la no razonabilidad del precio, en cuyo caso deberá sustentarse la decisión de proseguir la contratación bajo criterios técnicos y jurídicos. Así entonces, el inciso 3 del artículo 8 del Reglamento sobre el refrendo de las contrataciones de la Administración Pública, debe entenderse complementado para el caso de los análisis de razonabilidad de precios con las regulaciones específicas del artículo 9 que deja bajo responsabilidad de la Administración esta verificación... Así entonces, la ausencia del estudio en el caso específico, en nada compromete el otorgamiento del refrendo contralor a la contratación que se ha sometido a nuestra consideración”  (Oficio Número 3352 del  15 de abril del 2008 y el resaltado no es del texto original).

2.- De acuerdo con el punto 14 del cartel y la oferta, las partes acuerdan en cuanto a la forma de pago, que: “La suma total que por la completa ejecución, se efectuará con recursos presupuestarios del CONSEVI, por el 100% del monto adjudicado al contratista o a quién éste disponga./14.1 Pago por crédito documentario Será mediante carta de crédito confirmada e irrevocable, cobranza bancaria o giro bancario, las cuales se regirán por las ‘Reglas y Uso Uniformes relativos a los créditos documentarios’, publicación 500 de la Cámara de Comercio Internacional (C.C.I.); por el monto facturado contra el recibido conforme por parte del fiscalizador (es) o grupo técnico de la contraparte(GTC) como se detalla:/ a) 50% contra la presentación de documentos de embarque al banco negociador en Costa Rica y/ b) 50% restante, contra orden escrita por parte de la Dirección Ejecutiva indicando que los bienes fueron recibidos a satisfacción del fiscalizador (es) o grupo técnico de la contraparte (GTC/[...]/ 14.2- Si la oferta se hizo en otra moneda diferente del colón, el pago se realizará en colones costarricenses al tipo de cambio de venta del Banco Central de Costa Rica que rige al día que se haga efectivo al pago)/ [...]/”.

Respecto a este punto, el cual está relacionado con el equilibrio económico del contrato, no omitimos recordar que de acuerdo con lo señalado por la Sala Constitucional en la Resolución No. 6432 de 4 de setiembre de 1998, la figura de la revisión y reajuste de precios en las contrataciones administrativas es un derecho del contratista derivado del principio de intangibilidad patrimonial, aspecto que deberá tomarse en consideración en caso de eventuales reclamos en esta materia.

3.- De previo a dar la orden de inicio, la Administración deberá velar porque se cumpla con lo establecido en el artículo 74 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social, el cual establece que es obligación de estar al día en sus obligaciones con la CCSS y la póliza de riesgos de trabajo del Instituto Nacional de Seguros, tanto de los patronos como de las personas que realizan total o parcialmente actividades independientes o no asalariadas.

4.- La cláusula trece relativa a las sanciones por atraso, deberá aplicarse con apego a lo dispuesto en los artículos 47 y siguientes del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa.

5.- En vista que la certificación No. DF 0794-2008 emitida por la señora Flor Madriz Molina, Directora Financiera del COSEVI, por el contenido presupuestario de ¢ 160.000.000,00, tiene de fecha 1 de octubre de 2008, (Folio 206), se advierte que la Administración deberá contar con la disponibilidad presupuestaria suficiente para hacer frente a las obligaciones que se generen como producto de la contratación que se aprueba. Pues, este refrendo se otorga, con vista en dicha certificación de contenido presupuestario.
6.- La Administración deberá velar que la garantía de cumplimiento se mantenga hasta por el plazo indicado en el punto 8  del cartel de 120 días hábiles (ver folio 089 del expediente administrativo).
7.- Se recuerda que queda bajo responsabilidad de la Administración el desplegar las medidas de verificación necesarias para comprobar que no existen violaciones al régimen de prohibiciones, conforme lo establecido en los artículos 22, 22 bis, 36 y 62 de la Ley de Contratación Administrativa, Ley N° 7494 del 2 de mayo de 1995 (ver también los artículos 20, 69, 117 y 209 del Reglamento a dicha Ley, Decreto Ejecutivo N° 33411-H del 27 de setiembre de 2006).
Por lo tanto, con fundamento en las consideraciones anteriores, esta División resuelve otorgar la aprobación respectiva en forma condicionada y advierte que el análisis del expediente administrativo, se circunscribió a los aspectos detallados en los alcances del artículo 8 del Reglamento sobre el Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública. Razón por la cual, bajo exclusiva responsabilidad de la Administración, se presume la legalidad de los demás aspectos no abordados en el análisis descrito, los cuales están sujetos a la fiscalización posterior de este órgano contralor.

Finalmente, se advierte que es responsabilidad de los jerarcas y titulares subordinados del COSEVI, velar por la correcta tramitación y ejecución, de tal manera, que satisfaga el interés público y contribuya efectiva y eficientemente a lograr el cumplimiento de sus fines institucionales, mediante el debido acatamiento de la normativa jurídica y técnica y bajo el principio de protección y preservación del patrimonio público.

Atentamente,

Lic. Marco Vinicio Alvarado Quesada

                       Lic. Raúl Camacho Méndez
     Gerente Asociado
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